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La ejecutoriedad de la determinación tributaria en Santa Fe y la normativa aplicable a la 

prescripción extintiva: Un problema que abrió la re cepción del fallo “Filcrosa” 

 

Julián E. Passarella 

 

 

I.- Introducción 

 

Hace ya un tiempo que la doctrina advirtió sobre las amplias consecuencias que el fallo “Filcrosa”, 

de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, puede traer aparejadas no sólo en el ámbito 

tributario, sino también en el Derecho Administrativo1. 

 

Desde esa misma perspectiva, en esta oportunidad abordaremos una interesante cuestión que se 

presenta en el Código Fiscal de la Provincia de Santa Fe, en torno a la aplicación que los 

tribunales ordinarios hacen de las normas de prescripción en las ejecuciones por apremio. 

  

Comenzaremos con un breve repaso de la legislación local vigente sobre la materia, para luego 

continuar con la postura que la jurisprudencia ha ido consolidando sobre la temática. 

Seguidamente haremos mención a los inconvenientes que creemos advertir, y por último 

desarrollaremos una propuesta de solución. 

 

 

II.- La prescripción de los poderes del Fisco en la  Provincia de Santa Fe 

 

1.- La normas de prescripción en el Código Fiscal 

Como suelen hacer todas las provincias, el Código Fiscal de Santa Fe regula lo atinente tanto a 

los plazos de prescripción extintiva de las acciones y poderes del Fisco como a la acción de 

repetición que pueda intentar el contribuyente por pagos efectuados por error o en demasía. 

También determina las causales de suspensión e interrupción de dichos plazos y la forma de 

computarlos. 

 

Destacamos que este digesto fue objeto de una sustancial reforma en su Parte General mediante 

la Ley Nº 13.260 (B.O. 24/05/2012) –que está siendo paulatinamente reglamentada–, aunque aún 

no se ha dictado el texto ordenado del nuevo Código. La regulación de la prescripción ha tenido 

                                                 
1  CHINCHILLA, Federico, Algo más que un plazo para la pretensión fiscal, LA LEY 2008-A, 22. 
Comentario al fallo de la Corte Suprema de la Provincia de Buenos Aires, “Cooperativa Provisión 
Almaceneros Minoristas de Punta Alta Limitada”, 30/05/2007. 
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pocas alteraciones, por lo cual nos permitiremos hacer mención a la numeración ahora vigente 

más allá de que la jurisprudencia que analizaremos aplicó el régimen anterior (Ley Nº 3.456, t.o. 

Decreto Nº 2.350/1997).  

 

Según el artículo 114 del nuevo Código, las facultades de la Administración Provincial de 

Impuestos (A.P.I.) para determinar las obligaciones tributarias y para aplicar las sanciones por 

infracciones prescriben por el transcurso de cinco años. Con un plazo también de cinco años 

cuenta el Fisco para ejercer el derecho al cobro judicial de los gravámenes y sus accesorios y 

multas por infracciones tributarias. Nos centraremos en estas dos situaciones, dejando de lado 

todo lo relativo a la acción de repetición2.  

 

a) El plazo de prescripción para determinar las obl igaciones fiscales 

El artículo 116 enumera las causales de interrupción del plazo de prescripción de las acciones de 

la A.P.I. para determinar obligaciones fiscales y exigir su pago; ellas son: a) El reconocimiento de 

la obligación impositiva por parte del contribuyente o responsable; b) La renuncia al término 

corrido de la prescripción en curso; c) El inicio del juicio de apremio contra el contribuyente o 

responsable, y cualquier acto judicial tendiente a obtener el cobro de lo adeudado3.  

 

El último párrafo del artículo 117, a su vez, expresa: “Se suspenderá por ciento veinte (120) días el 

curso de la prescripción de las acciones y poderes del Fisco para determinar y exigir el pago de 

los impuestos regidos por el presente Código, y para aplicar y hacer efectivas las multas, desde la 

fecha de notificación de la resolución de inicio del procedimiento de determinación de oficio o de la 

instrucción del sumario correspondiente, cuando se tratare del o los períodos fiscales próximos a 

prescribir y dichos actos se notifiquen dentro de los ciento ochenta (180) días corridos inmediatos 

anteriores a la fecha en que se produzca la correspondiente prescripción”. 

 
El artículo 115, 1° párrafo dice: “Los términos de prescripción de las facultades y poderes de la 

Administración para determinar y exigir el pago de las obligaciones fiscales regidas por este 

Código, comenzarán a correr desde el 1º de enero siguiente al año al cual se refieren las 

obligaciones fiscales”. 

 

b) El plazo de prescripción para el cobro judicial de tributos 

                                                 
2  Sobre este tema, remitimos a nuestro trabajo titulado La legislación aplicable a la prescripción 
extintiva de la acción de repetición de impuestos en la Provincia de Santa Fe: Normas locales vs. Código 
Civil, publicado en Editorial Errepar, Revista “Práctica y Actualidad Santa Fe” N° 61, Marzo 2013, págs. 5/9. 
3  Pensamos que este tercer supuesto de interrupción es de imposible acaecimiento, pues, según 
explicaremos, para que pueda iniciarse el apremio se requiere no sólo que la obligación esté determinada, 
sino que esta determinación se encuentre firme. 
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El artículo 115, 5º párrafo, por su parte, declara que el término de la prescripción de la acción para 

el cobro judicial de los tributos comienza a correr desde la fecha de la notificación de la 

determinación impositiva o aplicación de multas, o de las resoluciones y decisiones definitivas que 

decidan los recursos contra aquéllas.  

 

El caso a), entonces, hace referencia al plazo que tiene la Administración para dictar el acto 

administrativo de determinación. El supuesto b), por el contrario, presupone que la determinación 

ya ha sido dictada, y aquí el tiempo para su ejecución se computa desde este acto una vez que ha 

quedado firme. 

 

Vale destacar que a la Cámara de lo Contencioso Administrativo N° 1, por ejercer una jurisdicción 

revisora de legitimidad de los actos administrativos emanados de la A.P.I. en materia tributaria 

provincial4, le corresponde controlar –cuando dicha controversia se ventile, claro está– el plazo de 

prescripción para determinar las deudas fiscales: Debe constatarse que el tiempo transcurrido 

entre el vencimiento de los períodos verificados y la notificación del acto de determinación no 

supere los cinco años que prevé el Código Civil en su artículo 4027 inciso 3° (siempre que se trate 

de tributos de vencimiento periódico5) –que es la normativa que resulta aplicable, como ya 

explicaremos.  

 

Por el contrario, los tribunales ordinarios de toda la provincia, según el domicilio del deudor, son 

competentes para entender en las ejecuciones por apremio fiscal6. En este caso la deuda ya ha 

sido determinada y se encuentra firme, y lo que pretende el ente recaudador al entablar la 

demanda –lo que debe hacerse dentro de los cinco años desde que la determinación causa 

estado– es su ejecución por la vía judicial prevista para tal fin –que es el apremio. 

 

2.- La prescripción de las acciones del Fisco en la  jurisprudencia 

                                                 
4  Esta competencia surge de la Ley N° 11.329, que modificó la Ley Orgánica de Tribunales N° 
10.160. Puede consultarse el reciente fallo de la propia Cámara N° 1, A. y S. T. 33, pág. 265, “Rodríguez, 
Marisel y Otro c/Provincia de Santa Fe s/Recurso Contencioso Administrativo”, 11/06/2013. 
5  Recientemente, en A. y S. T. 34, pág. 373, “'Club Atlético San Jorge Mutual y Social c/Provincia de 
Santa Fe s/Recurso Contencioso Administrativo”, 20/09/2013, la Cámara N° 1 aplicó el plazo de prescripción 
de diez años del artículo 4023 del Código Civil para el caso de impuesto de sellos. 
6  De acuerdo con el artículo 74 del Código Fiscal (según Ley Nº 3.456) –que no ha sido reformado 
por Ley Nº 13.260–, en materia de apremio son competentes “...los jueces de primera instancia de distrito 
en lo civil y comercial y los de primera instancia de circuito, conforme a lo dispuesto en la ley orgánica del 
Poder Judicial”. 
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En la actualidad se advierte en Santa Fe una consolidada recepción jurisprudencial del criterio 

confirmado por la Corte Suprema nacional en “Filcrosa”7, sobre la aplicación del Código Civil a la 

prescripción de las acciones y poderes fiscales8. 

 

En este fallo, el tribunal cimero nacional reiteró su postura9 de que son inválidas las legislaciones 

provinciales que reglamentan la prescripción en materia tributaria en forma contraria a lo dispuesto 

en el Código Civil, “…pues las provincias carecen de facultades para establecer normas que 

importen apartarse de la aludida legislación de fondo, incluso cuando se trata de regulaciones 

concernientes a materias de derecho público local".  

 

La Corte Suprema de Justicia santafesina adoptó esta interpretación en “Comisión de Fomento de 

Santa Isabel c/Litoral Gas”10 y la reiteró en posteriores precedentes11 entre los cuales destacamos, 

porque se refiere específicamente al Código Fiscal provincial (supuesto b) del acápite anterior), 

“A.P.I. c/Colella s/Apremio Fiscal”12. La Cámara de lo Contencioso Administrativo N° 1, con sede 

en la ciudad de Santa Fe, receptó esta exégesis –también aplicando el Código Fiscal (caso a) del 

punto anterior)– en el caso “Gutiérrez”13, por razones de economía procesal y seguridad jurídica, 

                                                 
7  Corte Suprema de Justicia de la Nación, Fallos 326:3899, “Filcrosa S.A. s/Quiebra s/Incidente de 
verificación de Municipalidad de Avellaneda”, 30/09/2003.  
8  Para ampliar, puede consultarse nuestro artículo La jurisprudencia santafesina y la normativa 
aplicable a la prescripción extintiva de las potestades tributarias locales, publicado en Editorial Errepar, 
Revista “Práctica y Actualidad Santa Fe” N° 57, Noviembre 2012, págs. 39/46. 
9  Entre tantos otros, véanse Fallos 235:571, “Liberti, Atilio C. s/Sucesión”, 10/08/1956; 269:373, 
“Martínez y Esquivel, Dora y Otros c/Provincia de La Pampa”, 04/12/1967; 293:427, “Y.P.F. c/Provincia de 
Buenos Aires”, 20/11/1975. 
10  A. y S. T. 223, pág. 69, “Comisión de Fomento de Santa Isabel c/Litoral Gas y Ot. – Apremio s/ 
Recurso de Inconstitucionalidad”, 13/11/2007. En este fallo, la Corte revirtió su postura anterior, favorable a 
la aplicación de las normas provinciales, plasmado en A. y S. T. 190, pág. 421, "Comuna de Recreo 
c/Santirocco, Ana María s/Apremio", y A. y S. T. 190, pág. 425, "Municipalidad de Rosario c/PALILLO, Juan 
Carlos s/Apremio", ambos de fecha 06/08/2003. 
11  A. y S. T. 223, pág. 85, “Municipalidad de Villa Constitución c/Beltramini, Hela y Otros s/Queja por 
Denegación de Recurso de Inconstitucionalidad s/Apremio Fiscal”, 13/11/2007; A. y S. T. 227, pág. 369, 
"Mapfre Argentina Seguros S.A. c/Municipalidad de Rosario s/Recurso Contencioso Administrativo", 
08/10/2008; A. y S. T. 227, pág. 435, “Municipalidad de Santa Fe c/Construcciones Santa Fe S.A. 
s/Apremio”, 14/10/2008.  
12   A. y S. T. 226, pág. 341, "Administración Provincial de Impuestos c/Colella, Nicolás y Otros 
s/Ejecución Fiscal”, 13/08/2008. Destacamos especialmente A. y S. T. 249, pág. 471, “Administración 
Provincial de Impuestos c/Jacquelin, Osvaldo y Otros y/o Osvaldo Jacquelin y Jorge Carignano (Sociedad 
de Hecho) s/Ejecución Fiscal”, 21/05/2013, donde si bien la A.P.I. aludió a la falta de cumplimiento del plazo 
para iniciar el apremio, lo que se encontraba en juego era el plazo de determinar la deuda. 
13  A. y S. T. 22, pág. 115, “Gutiérrez, Eduardo R. c/Provincia de Santa Fe s/Recurso Contencioso 
Administrativo”, 02/11/2010. Ver también A. y S. T. 22, pág. 481, “Fuse, Daniel Edgardo c/Comuna de San 
José del Rincón s/Recurso Contencioso Administrativo”, 14/12/2010; A. y S. T. 24, pág. 480, “Gonar 
Automotores S.A. c/Provincia de Santa Fe s/Recurso Contencioso Administrativo”, 28/07/2011; A. y S. T. 26, 
pág. 2, “Cruz Blanca S.R.L. c/Provincia de Santa Fe s/Recurso Contencioso Administrativo”, 24/10/2011; A. 
y S. T. 34, pág. 373, “Club Atlético San Jorge Mutual y Social c/Provincia de Santa Fe s/Recurso 
Contencioso Administrativo”, ya citado; entre otros.  
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mientras que la Cámara N° 2 de Rosario trató la cuestión en autos “Mapfre"14, con relación al 

Código Tributario Municipal. 

 

A su vez, también percibimos la recepción de este criterio en diversos tribunales ordinarios de las 

distintas circunscripciones judiciales de la Provincia en el ámbito de las ejecuciones por apremio, 

tanto por tributos provinciales como municipales. Es en algunos de estos tribunales, y con relación 

al Código Fiscal provincial, en donde se generan los problemas que advertimos, según veremos a 

continuación. 

 

 

III.- La ejecutoriedad del acto determinativo de de uda en Santa Fe y el cómputo del plazo de 

prescripción extintiva para el inicio del apremio f iscal 

 

Ya adelantamos que nuestro Código Fiscal contempla dos plazos distintos de prescripción de las 

acciones y poderes fiscales:  

a) El plazo del ente recaudador para determinar la deuda; y  

b) El plazo de la A.P.I. para iniciar la ejecución, vía apremio fiscal, de una deuda ya determinada.  

 

Ahora abordaremos este segundo caso, que se encuentra estrictamente vinculado con los 

caracteres fundamentales del acto administrativo: La presunción de legitimidad y la ejecutoriedad. 

 

1.- La ejecutoriedad del acto determinativo de deud a 

Específicamente con relación al primero de estos caracteres, la jurisprudencia local15 ha 

reconocido expresamente la presunción de legitimidad del acto administrativo de determinación. 

 

Respecto de su ejecutoriedad, Gil Di Paola advierte en este principio un doble campo de 

interpretación: Uno “accesorio” (es la posibilidad de la Administración de ejecutar forzadamente el 

acto sin previa intervención judicial) y otro “principal” (el Estado necesita del cumplimiento del 

                                                 
14  A. y S. T. 13, pág. 427, “Mapfre Argentina Seguros S.A. c/Municipalidad de Rosario s/Recurso 
Contencioso Administrativo”, 26/04/2007 (que es el mismo caso sobre el que luego sentenció la Corte 
provincial). 
15  En A. y S. T. 17, pág. 19, “Fomerca S.A. c/Provincia de Santa Fe s/Recurso Contencioso 
Administrativo de Plena Jurisdicción", 03/09/1964, el Dr. Larguía dijo en su voto: “La determinación 
impositiva es un acto de la Administración activa cuya validez debe juzgarse con el mismo criterio que la de 
los actos administrativos en general, o sea, en primer término, con el criterio de la legitimidad”. 
 Por su parte, la Sala I de la Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de Santa Fe ha destacado 
"...la primacía del principio de presunción de legitimidad conque cuentan los títulos traídos a ejecución, en 
concreto la determinación de oficio de deudas fiscales en tanto el contribuyente no demuestre lo contrario 
según doctrina de la CSJN (11/4/45 'Ortiz c/ Basualdo' Fallos 201:332)" (Sala I de la Cámara de Apelación 
en lo Civil y Comercial de Santa Fe, "Administración Provincial de Impuestos c/Odontología Médica S.R.L. 
s/Apremio Fiscal", 12/10/2011, LA LEY 14/11/2011, AR/JUR/62893/2011). 
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acto, por lo que las impugnaciones que se interpongan carecen, por regla, de efectos 

suspensivos)16. 

 

Desde esta óptica, adelantamos que la determinación tributaria en el Código Fiscal de Santa Fe 

no cuenta con ejecutoriedad desde ninguno de los dos campos, por los siguientes motivos:  

 

a) La ejecución de dicho acto requiere necesariamente de la intervención judicial. Ningún Fisco 

nacional ni provincial puede legítimamente actuar por sí y ante sí respecto del derecho de 

propiedad de los contribuyentes17. 

 

En todo caso, cabría reconocer al acto administrativo tributario lo que parte de la doctrina ha dado 

en llamar “ejecutoriedad impropia”, que implica que la Administración debe acudir al Poder Judicial 

pero solamente para remover los obstáculos emanados de garantías constitucionales18. 

 

b) La mera impugnación del acto determinativo suspende la posibilidad de que la Administración 

Provincial de Impuestos pueda instar judicialmente su ejecución. Veamos. 

 

De la lectura del Código Fiscal19 se desprende que la A.P.I. no se encuentra habilitada para iniciar 

el apremio mientras la determinación no esté firme. Esa imposibilidad se mantiene durante la 

tramitación de todos los recursos que el contribuyente incoe, tanto administrativos como judiciales. 

 

                                                 
16  GIL DI PAOLA, Jerónimo A., Solve et repete. Régimen jurídico y su incidencia sobre los derechos y 
garantías constitucionales, 1era. edición, La Ley, Buenos Aires, 2011, págs. 77/78. Pueden consultarse las 
interesantes consideraciones que la Corte local efectuó recientemente sobre la presunción de legitimidad de 
los actos administrativos en general en A. y S. T. 251, pág. 450, “MAN, Lorena -Apelación municipal- 
s/Recurso de Inconstitucionalidad”, 20/08/2013. En su voto, el Dr. Netri dijo, con cita de Guastavino, que 
“...'el acto administrativo genéricamente considerado goza de presunción de legitimidad; su fuerza ejecutoria 
faculta a la Administración a ponerlo en práctica por sus propios medios –a menos que la ley o la naturaleza 
del acto exigiesen la intervención judicial– e impide que los recursos que interpongan los administrados 
suspendan la ejecución y efectos, salvo que una norma expresa establezca lo contrario'”. 
17  CASÁS, José O., El marco constitucional del procedimiento y del proceso tributario, en El 
procedimiento tributario, coordinado por Alejandro C. ALTAMIRANO, Ábaco, Buenos Aires, 2003, pág. 70. 
En el mismo sentido, VALDÉZ COSTA, Ramón, Instituciones de Derecho Tributario, 2da. edición, 
LexisNexis, Buenos Aires, 2004, pág. 349; Corte Suprema de Justicia de la Nación, Fallos 333:935, "A.F.I.P. 
c/ Intercorp S.R.L. – Ejecución fiscal", 15/06/2010. 
18  MARTÍNEZ, Hernán J., El recurso contencioso administrativo en la Provincia de Santa Fe. Ley 
11330, 2da. edición actualizada, Zeus, Rosario, 2012, pág. 118. 
19  El artículo 14 inciso f) (debería ser el inciso e), en realidad) del texto aprobado por Ley Nº 13.260 
dispone que es función de la Administración Provincial de Impuestos: “Cobro Judicial por ejecución de los 
impuestos, tasas, contribuciones y sanciones firmes establecidas por este Código y demás Leyes 
Tributarias” (el resaltado nos pertenece). 
 Véase también el artículo 66 del Código (según Ley N° 3.456, t.o. Decreto Nº 2350/1997), que no ha 
sido objeto de reforma por la Ley Nº 13.260, al cual se hace referencia en la nota que sigue. Por su parte, el 
artículo 77 del Código Fiscal anterior –que tampoco ha sido modificado– enumera las excepciones que el 
contribuyente puede interponer en el ámbito de una ejecución fiscal, entre las cuales se encuentra la 
“pendencia de recursos con suspensión de pagos” (inciso 9º). 
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De manera coherente, el propio Código Fiscal dispone que la interposición de recursos contra la 

determinación impide que empiece a computarse el plazo de prescripción para la ejecución vía 

apremio. Esta afirmación emana del artículo 115, según el cual –como ya se adelantó– el término 

de la prescripción de la acción para el cobro judicial de los tributos comienza a correr desde la 

fecha de la notificación de la determinación, o de las resoluciones y decisiones definitivas que 

decidan los recursos contra aquéllas. 

 

No obstante, la recepción del criterio emitido en “Filcrosa” ha llevado a algunos tribunales locales 

a rechazar las demandas de ejecución fiscal presentadas por la Administración una vez habilitada 

la instancia pero habiendo transcurrido más de cinco años desde los períodos verificados. 

 

2.- El plazo de prescripción para el cobro judicial  de tributos y la manera en que es 

calculado por algunos tribunales 

El problema, en nuestra opinión, radica en que el plazo de prescripción para iniciar el apremio es 

calculado –para nosotros, erróneamente– no desde que el acto queda firme (como debe hacerse, 

según explicamos), sino desde los períodos objeto de verificación y hasta la fecha del inicio del 

apremio. 

 

Trataremos de mostrar el intríngulis al que hacemos referencia con un fallo de la Sala I de la 

Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de Santa Fe. Veamos. 

 

En “A.P.I. c/MONTES, Susana G. s/Apremio Fiscal”20, la situación de hecho que se ventiló fue la 

siguiente: La Regional Santa Fe de la A.P.I. inició una inspección, que tuvo como objeto los 

períodos fiscales correspondientes a liquidaciones desde octubre de 1995 a julio de 1999. La 

deuda fue determinada a través de la Resolución N° 507-8/2000. Sobre el recurso de 

reconsideración planteado por el contribuyente se expidió el Administrador Provincial por medio de 

la Resolución N° 166/2002-IND (27 de junio de 2002). Firme la determinación, la demanda fue 

interpuesta en fecha 15 de mayo de 2006.  

 

El cálculo que, entendemos, corresponde efectuar es el siguiente: Tomando como eje la  

notificación del acto de determinación (que, por las fechas que nos brinda el fallo, presumimos  

que tuvo lugar a mediados del año 2000), ésta en su objeto no podría contener diferencias 

impositivas vencidas antes de mediados de 1995. Debido a que el período más antiguo databa de 

octubre de 1995, ninguno de los períodos verificados estaba prescripto al momento de comunicar 

                                                 
20  Sala I de la Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de Santa Fe, “Administración Provincial de 
Impuestos c/Montes, Susana Guadalupe s/Ejecución Fiscal”, 24/11/2011, PET 2012 (marzo - 487), 10 - 
LLLitoral 2012 (abril), 327, AR/JUR/85096/2011. 
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el acto determinativo. Para llegar a esta conclusión tomamos en cuenta el plazo de cinco años 

para determinar las obligaciones periódicas –como es el caso del impuesto sobre los ingresos 

brutos–, según el artículo 4027 inciso 3° del Código Civil (más allá de que el mismo plazo también 

prevé el inciso a) del artículo 114 del texto aprobado por Ley N° 13.260). 

 

Ahora, enfocándonos en la presentación de la demanda, ella no podía ser interpuesta 

transcurridos cinco años desde que la determinación quedó firme (aquí rige, una vez más, el 

artículo 4027 inciso 3º21). Siendo que la resolución causó estado en 2002 y que el apremio se 

inició en 2006, pensamos que las acciones y poderes del Fisco para intentar el cobro judicial no 

estaban prescriptas. 

 

Insistimos en que en ningún momento cuestionamos la aplicación del Código Civil ni utilizamos 

dos veces el mismo plazo. Por el contrario, simplemente estamos empleando los dos plazos de 

prescripción que contempla el Código Fiscal (uno para determinar y otro para perseguir el cobro 

judicial del tributo determinado) y teniendo en cuenta el régimen de ejecutoriedad del acto de 

determinación. 

 

Pero el tribunal manifestó: “Ahora bien, del análisis de los títulos traídos a ejecución surge que 

corresponden a Multas (año 1999 y 1995) y impuesto sobre los ingresos brutos (Años 1999, 1998, 

1997, 1996, 1995) (fs. 4/11), emitidos por el ente fiscal en fecha 18 de marzo de 2003, 

instaurándose la demanda judicial en fecha 15/05/2006. Por otro lado, de las actuaciones 

administrativas N° 13301-0061260-9 se desprenden que se originan en acta de inspección del año 

1999 dictándose resolución N° 507-8/2000, planteando la demandada contra la misma recurso de 

reconsideración y revocatoria en fecha 17/07/2000, emitiéndose, posteriormente, la resolución 

individual N° 166/2002 en fecha 27/06/2002, librándose intimación extrajudicial en fecha  

15/10/2002 según constancias obrantes en los autos administrativos a fs. 298 y que se tienen a la 

vista. Establecida dicha plataforma fáctica, teniendo en cuenta la existencia de un elemento 

singular de constitución en mora en forma auténtica en los términos del artículo 3986 del Código 

Civil22 que efectuara la Administración Provincial de Impuestos contra la ejecutada según 

constancias de fs. 298 de las actuaciones administrativas acompañadas como prueba, que fuera 

recibida por carta certificada con aviso de retorno en fecha 18/10/2002, operando sus efectos 

                                                 
21  Nos preguntamos si este plazo de cinco años para iniciar el apremio es aplicable en todos los 
supuestos, o solamente en el caso de las obligaciones períodicas. Enviamos al lector a la nota 5 para 
comprender a qué nos referimos. 
22  Artículo 3986, 2° párrafo del Código Civil: "La prescripción liberatoria se suspende, por una sola 
vez, por la constitución en mora del deudor, efectuada en forma auténtica. Esta suspensión sólo tendrá 
efecto durante un año o el menor término que pudiere corresponder a la prescripción de la acción". La 
constitución en mora en forma auténtica se produjo, según la Sala, con la intimación extrajudicial que la 
Administración formuló al contribuyente cuando la determinación quedó firme, antes de iniciar el apremio. 
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suspensivos por el plazo de un año del curso respectivo del plazo prescriptivo, sumado al plazo 

quinquenal de prescripción aplicable, permite avizorar que, en principio y liminarmente, los títulos 

traídos a ejecución se encontraban prescriptos al momento de demandar”23. 

 

 

IV.- El plazo de la prescripción extintiva para el cobro judicial de tributos, ¿debe comenzar a 

computarse desde los períodos verificados o a parti r de que la resolución determinativa de 

deuda causa estado? 

 

De acuerdo con las normas del Código Fiscal citadas en el acápite II.1, pensamos que lo que está 

en juego en casos como el comentado no es el efecto interruptivo de las actuaciones 

administrativas previas al inicio de la ejecución fiscal24, ni el efecto suspensivo que la intimación 

extrajudicial puede producir sobre el plazo de prescripción para iniciar el apremio. Creemos, por el 

contrario, que se trata de una cuestión de cómputo de la prescripción. De hecho, el 

reiteradamente invocado artículo 115 se titula “Iniciación de los términos”. 

 

En nuestra humilde opinión, en fallos como el transcripto el problema yace en que el plazo de 

prescripción para iniciar el apremio es computado a partir de los períodos verificados y hasta el 

inicio de la acción judicial, soslayando que nuestro Código Fiscal, como ya dijimos, prevé dos 

plazos distintos: Uno para la determinación –que se cuenta, éste sí, desde el vencimiento de los 

períodos verificados– y otro para demandar vía ejecución fiscal –que nace cuando la 

determinación queda firme. 

 

Pero si de cómputo de la prescripción hablamos, la Corte Suprema de Justicia de la Nación 

sostuvo hace poco25 que a su respecto también deben tenerse en cuenta las normas del Código 

                                                 
23  Interpretación similar a la transcripta efectuó la misma Sala en “Administración Provincial de 
Impuestos c/Odontología Médica S.R.L. y otros s/Ejecución Fiscal”, 12/10/2011, AR/JUR/62893/2011; 
“Administración Provincial de Impuestos c/Megazzini, Paola Fabiana s/Ejecución Fiscal”, 10/02/2012; 
“Administración Provincial de Impuestos c/Villalba, Josefina Lucía s/Ejecución Fiscal”, 31/07/2012; entre 
otros. 
24  Con cita expresa de “A.P.I. c/Montes”, la Cámara de Apelación en lo Civil, Comercial y Laboral de 
Reconquista –en un pronunciamiento que nos genera serias inquietudes por las consideraciones vertidas en 
torno al agotamiento de la vía administrativa– declaró la inconstitucionalidad del régimen de prescripción 
liberatoria del Código Fiscal. Asimismo, interpretó que no tienen efecto interruptivo ni suspensivo de los 
plazos de prescripción la determinación y el trámite administrativo previo y posterior a ella (Cámara de 
Apelación en lo Civil, Comercial y Laboral de Reconquista, “Administración Provincial de Impuestos 
c/Petronor S.R.L. s/Ejecución Fiscal”, 01/08/2012, MJ-JU-M-73905-AR). 
25  Corte Suprema de Justicia de la Nación, “Fisco de la Provincia de Córdoba c/Ullate, Alicia I. 
s/Ejecutivo s/Apelación – Recurso directo”, 01/11/2011. 
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Civil –y en especial el artículo 395626–, resultando inválidas las normas locales que cuentan los 

plazos de manera distinta27. 

 

Centrémonos, entonces, en el Código Civil. Adelantamos que la solución que este digesto prevé 

se condice con nuestro Código Fiscal: En ambos cuerpos normativos, el plazo para el ejercicio de 

la acción judicial de cobro debe contarse desde el momento en que el acreedor tiene expedita la 

acción para demandar el pago de la deuda. Ya estudiamos el digesto tributario y comprobamos 

que ésta es la solución; ahora veamos la normativa de fondo. 

 

Prestigiosa doctrina expresó con relación al cómputo de la prescripción del Código Civil: “La 

prescripción es inseparable de la acción y comienza desde que ésta existe, por lo cual se puede 

afirmar que el curso de la prescripción se inicia desde que el crédito es exigible. A la inversa, la 

prescripción no corre mientras no existe una posibilidad actual de ejercitar una acción, cuando 

ésta todavía no ha nacido. Dicha regla nos viene del derecho romano y domina toda la materia: 

actio non nata non praescribitur; y se justifica por cuanto el tiempo computable para la 

prescripción debe ser un tiempo útil para el ejercicio de la acción, por lo que no puede 

reprocharse al acreedor no haber actuado en una época en la que todavía no podía hacerlo”28. 

 

Sobre dicha base, interpretan los autores citados que cuando el artículo 3956 dice que la 

prescripción de las acciones personales comienza a correr “desde la fecha del título de la 

obligación”, se está refiriendo a las obligaciones de ejecución inmediata, “...o sea a aquellas en 

las cuales la exigibilidad del cumplimiento es simultánea con su nacimiento... Fuera de lo 

expuesto, aunque el artículo habla del 'título de la obligación', lo que hace pensar en obligaciones 

documentadas, existe total coincidencia doctrinaria en el sentido de que la norma tiene un sentido 

                                                 
26  Artículo 3956 del Código Civil: “La prescripción de las acciones personales, lleven o no intereses, 
comienza a correr desde la fecha del título de la obligación”. 
27  La Cámara de Apelación de Circuito de Rosario se había expedido en este mismo sentido en 2010 
–es decir, antes incluso del precedente de la Corte nacional– en “Municipalidad de Rosario c/ D’Agostino, 
Dominga s/ Apremio”, Acuerdo N° 242, 17/09/2010, fallo dictado en el marco de un apremio fiscal iniciado 
por el Municipio. El vocal Pagnacco, a cuyo voto adhirieron los demás jueces, manifestó: “Sentada la 
aplicabilidad de las normas contenidas en el Código Civil relativas a la prescripción, de sus arts. 3956 a 
3960 se desprende que la prescripción comienza a correr desde el momento en que el acreedor tiene 
expedita la acción para demandar el pago de la deuda, esto es, desde que media actio nata. Y cuando se 
trata de obligaciones pagaderas en cuotas (más allá del carácter anual del tributo en juego en el caso, que 
era el impuesto inmobiliario), empieza a prescribir desde la fecha de sus respectivos vencimientos o 
exigibilidad”. 
28  CAZEAUX, Pedro N. - TRIGO REPRESAS, Félix A., Compendio de Derecho de las Obligaciones 2, 
2da. edición actualizada, Librería Editora Platense, La Plata, 2009, pág. 240. En el mismo sentido, LÓPEZ 
HERRERA, Edgardo, El comienzo del curso de la prescripción, en Tratado de la Prescripción Liberatoria, t. I, 
obra dirigida por Edgardo LÓPEZ HERRERA, 1era. edición, Lexis Nexis Argentina, Buenos Aires, 2007, 
págs. 132 y sigtes. Así parece interpretar también la cuestión el fallo citado en la nota 27. 



 11 

más amplio, comprensivo de todos los hechos que puedan haber servido de fuente a una 

obligación, haciendo surgir paralelamente la respectiva pretensión accionable”29. 

 

Para finalizar, entonces, insistimos: Nuestro Código Fiscal determina cuándo se puede exigir 

judicialmente una deuda tributaria, y a tal fin establece un plazo de prescripción y su forma de 

computarlo. No obstante, por aplicación del fallo “Filcrosa” corresponde seguir el Código Civil en 

lo que hace tanto al plazo como al cómputo de la prescripción.  

 

Siendo que en el Código Civil el cómputo de la prescripción comienza a correr desde que el 

crédito es exigible, y considerando que de acuerdo con nuestro Código Fiscal para que la deuda 

tributaria sea exigible se necesita que el acto determinativo se encuentre firme, la conclusión es la 

siguiente:  

 

Para exigir judicialmente –vía apremio fiscal– el p ago de una deuda tributaria nuestro 

Código Fiscal requiere, además del título ejecutivo  –que deriva de la determinación de 

deuda 30–, que este acto determinativo se encuentre firme. En consecuencia, no 

corresponde computar el plazo de prescripción para iniciar el apremio desde los 

vencimientos de los períodos verificados, sino que debe hacerse desde que la resolución 

determinativa causa estado. 

 

 

V.- Reflexiones finales 

 

Más allá del acogimiento del criterio de la Corte nacional ratificado en “Filcrosa” sobre la normativa 

aplicable a la prescripción extintiva de las acciones y poderes del Fisco, las particularidades de las 

legislaciones provinciales no pueden ser obviadas por los tribunales31.  

                                                 
29  CAZEAUX, Pedro N. - TRIGO REPRESAS, Félix A., op. cit., pág. 242. 
30  Artículo 73 del Código Fiscal según Ley Nº 3.456, que continúa vigente: “Servirá de suficiente título 
ejecutivo a tal efecto la constancia o boleta o liquidación de computación del crédito fiscal o testimonio de 
las resoluciones administrativas de los cuales surja un crédito a favor de la Administración Provincial de 
Impuestos, emitido por la autoridad competente. El título deberá contener: a) Lugar y fecha de emisión; b) 
Nombre del obligado; c) Indicación precisa del concepto e importe del crédito con especificación del tributo y 
ejercicio fiscal correspondiente; d) Nombre y firma del funcionario que la emita o constancia de emisión por 
el Centro de Cómputos de la Provincia de Santa Fe conforme a su reglamentación”. 
31  Véase Sala Segunda de la Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de Santa Fe en 
“Administración Provincial de Impuestos c/Service Men S.A. y Otros s/Ejecución fiscal”, 24/08/2010, donde 
dicho tribunal manifestó: “…el plazo de prescripción previsto en el art. 4027 inc. 3 C.C. es de cinco años y la 
norma del derecho local -art. 93- establece que prescriben por el transcurso de cinco años las facultades de 
la Administración Provincial de Impuestos para determinar las obligaciones tributarias, para aplicar 
sanciones por infracciones (inciso a) y el cobro judicial de los gravámenes y sus accesorios y multas por 
infracciones tributarias (inc. c). Esta distinción, de la que se agravian los recurrentes tildándola de 
‘antojadiza’, no es tal, pues surge claramente del Código Fiscal y no contradicen el plazo dispuesto por la 
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Aceptamos que deban aplicarse las normas sobre prescripción contenidas en el Código Civil en 

los procesos judiciales, tanto contencioso administrativos como en materia de apremio. Pero si las 

disposiciones provinciales prevén la firmeza de la resolución determinativa de deuda para el inicio 

de la acción judicial de cobro, dicho presupuesto no debe ser dejado de lado, ya que puede ser 

perfectamente articulado sin ningún inconveniente con lo que las normas de fondo establecen 

sobre el cómputo de la prescripción.  

 

Debe quedar en claro que si el Fisco no inicia la ejecución antes de que la determinación quede 

firme es porque el Código Fiscal se lo prohíbe, por lo cual no puede presuponerse desidia o 

negligencia –que es el fundamento de la prescripción extintiva32. Rechazar una pretensión fiscal 

por prescripción cuando el acreedor no ha tenido oportunidad de ejercer el derecho durante el 

plazo computado no nos parece una solución razonable.  

 

Desde este mismo enfoque, constituye un contrasentido que el ente recaudador deba esperar que 

la resolución cause estado para ejecutar la deuda, y que una vez que puede hacerlo su crédito se 

declare prescripto. No podemos perder de vista que, con esta postura, se están provocando 

serios perjuicios a la recaudación de las rentas públicas. 

                                                                                                                                                                  
legislación de fondo, que también es de cinco años. Las argumentaciones del a quo relativas al inicio de 
estos términos se ajustan fielmente a lo determinado por los arts. 93 y 94 CF, donde se dispone por un lado 
que el término para determinar las obligaciones tributarias comienza a correr desde el 1° de enero siguiente 
al año al cual se refieren las obligaciones fiscales; y por otro que el término para la prescripción de la acción 
para el cobro judicial del tributo comienza desde la fecha de la notificación de la determinación impositiva o 
de las resoluciones y decisiones definitivas que decidan los recursos contra aquéllas”. Compartimos la 
interpretación que plantea el voto expuesto, salvo en lo relativo al cómputo del plazo de prescripción para 
determinar, que debería hacerse –de acuerdo con lo ya explicado– no desde el 1° de enero siguiente al año 
al que se refieren las obligaciones, sino desde su vencimiento. 
 Aclaramos una vez más, para dilucidad confusiones, que en el cómputo del plazo para determinar sí 
debe tenerse en cuenta la fecha de vencimiento de cada uno de los períodos objeto de la inspección. Por el 
contrario, el plazo para iniciar el apremio es uno solo, comprensivo de todos los períodos objeto de la 
determinación, y se computa desde la exigibilidad de esta última. 
32  Sobre el fundamento y la utilidad de la prescripción extintiva se expidió, precisamente, la propia 
Sala I de la Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial santafesina en “Administración Provincial de 
Impuestos c/Colella, Nicolás y Otros” s/Ejecución Fiscal”, 05/10/2006 (que luego llegó a la Corte local). Allí 
expresó, a modo de síntesis, que “...la prescripción tiene una manifiesta utilidad: obliga a los titulares de los 
derechos a no ser negligentes en su ejercicio y pone claridad y precisión en las relaciones jurídicas”. 


